



Córdoba,

A la Legislatura de la Provincia

S. / D.

Señor Presidente:

Me dirijo a la Legislatura Provincial a efectos de someter a su consideración  el presente Proyecto de Ley, a través del cual se proponen,  en su Titulo I, las modificaciones a las disposiciones legales que regulan las normas de orden tributario, dentro del marco constitucional vigente en la Provincia.

En ese sentido y a los fines de afianzar las relaciones emergentes entre los contribuyentes y el Fisco Provincial, se ha considerado conveniente introducir únicamente las modificaciones consideradas imprescindibles y necesarias, dando así continuidad a la política implementada tendiente a asegurar la estabilidad y seguridad jurídica de las relaciones tributarias.

La norma proyectada y que se eleva a vuestra consideración, es concebida con el objetivo de adecuar no solo los conceptos y procedimientos que regulan la materia tributaria, sino también reflejar la realidad de los negocios jurídicos y su tratamiento impositivo en el objetivo de otorgar la debida certeza a la relación fisco - contribuyente.

Por otra parte, se intenta proveer al Fisco de algunas herramientas que permitan mejorar la información tendiente a conocer la real situación tributaria de ciertos contribuyentes. En este sentido se propone la modificación del artículo 13 bis, que faculta al Secretario de Ingresos Públicos a designar agentes de información en los distintos tributos.

La modificación del artículo 15 tiende a facilitar la designación de funcionarios que revestirán el carácter de juez administrativo en la determinación de obligaciones fiscales, en tanto que las modificaciones de los artículos 34 y 35 tienen por objeto precisar los límites de la solidaridad, teniendo en cuenta doctrina actualizada en la materia y recientes fallos judiciales. 

Las modificaciones de los artículos 52, 52 bis, 60 y 92 están referidas a distintos aspectos del proceso de fiscalización y determinación. En el primer caso, precisa los destinatarios de la corrida de vista  de la determinación, a efectos de efectivizar la responsabilidad solidaria de los responsables. La modificación del artículo 52 bis permite la morigeración de la multa por omisión y defraudación en determinados casos en que el contribuyente o responsable se allanen a la pretensión del fisco. La modificación del artículo 60 precisa en qué casos procede la multa por omisión, contemplando expresamente la falta de presentación de la declaración jurada y la inexactitud de la misma. En el caso del artículo 92, el criterio propuesto está destinado a brindar mayor certidumbre al contribuyente  en todo el proceso determinativo, estableciendo los distintos momentos y plazos en los cuales toma conocimiento de sus obligaciones y permitiéndole, en consecuencia, un mejor ejercicio de las acciones que hacen a su defensa.

En lo que se refiere a aquellos aspectos tendientes a facilitar el control del cumplimiento de las obligaciones fiscales, la modificación del artículo 53 está destinada a mejorar el mecanismo de notificación  de contribuyentes, en función de los distintos tipos de domicilios que establece la legislación, en tanto que las modificaciones del artículo 59 bis adecuan a la realidad de las operaciones comerciales las causales de clausura.

Las modificaciones de los artículos 84 y 85, referidos a los intereses por mora y recargos resarcitorios, equiparan a la legislación cordobesa en la materia con el resto de las jurisdicciones tributarias que contemplan estos institutos, destinados a preservar las acreencias fiscales.

En otro orden, se incluyen aspectos de procedimiento que precisan las relaciones entre los contribuyentes y el Fisco, como  la modificación del artículo 115, en los casos de demanda contencioso administrativa.

En lo que hace al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, la modificación del artículo 164, precisa con exactitud el alcance del monto no computable en los casos de venta de automotores usados y en lo referido al sistema de liquidación presunta del artículo 173, se flexibiliza la parametrización del método, para posibilitar su adecuación a la realidad económica.

En relación a las tasas retributivas de servicios resulta aconsejable dejar plasmado en el Código Tributario la exención que beneficia a las actuaciones iniciadas por trabajadores en el marco de la ley de contrato de trabajo, como así también reordenar las exenciones vinculadas a entidades de bien público, tal lo propuesto en las modificaciones de los artículos 248, 249 y 251.

El Título II del Proyecto de Ley reúne, en principio, todas aquellas disposiciones de carácter permanente que se originaron en la Ley de Presupuesto 8116 y fueron agregándose en leyes de presupuesto posteriores, de manera repetitiva en virtud de las condiciones de vigencia anual de la referida legislación. 

En este sentido,  la ley 9086, de “Administración Financiera y del control interno de la Administración General del Estado Provincial”, en el párrafo cuarto de su artículo 20 dispone: “La ley de Presupuesto no podrá contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos, cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por leyes específicas.” Y el párrafo  quinto del mismo artículo expresa “Las disposiciones contenidas en la presente Ley no serán alteradas por las normas complementarias que regirán para cada ejercicio financiero, según la Ley de Presupuesto, constituyendo estas últimas, disposiciones de carácter transitorio.”

Por ello, el Título II del Proyecto de Ley se integra, entre otras, con todas aquellas disposiciones de carácter permanente que, hasta la sanción de la ley 9086, eran incluidas en Leyes de Presupuesto y que, a partir de la sanción del presente Proyecto, obtendrán definitivamente su carácter de normas permanentes. 

Por otra parte, se procede a crear -con carácter transitorio- el Fondo para Infraestructura Vial, destinado al mantenimiento y mejora de la infraestructura de la red vial provincial secundaria y terciaria, el que se integrará con un porcentaje de la base imponible prevista para el Impuesto Inmobiliario Rural.

La creación del mismo responde a las definiciones acordadas en el marco del Acta Reunión del día 14 de octubre de 2003, celebrada entre el Ministerio de Obras y Servicios Públicos, la Dirección de Vialidad de la Provincia, la Secretaría de Agricultura y Ganadería, la Federación Agraria Argentina, la Sociedad Rural Argentina y la Asociación de Consorcios Camineros.

Por todo lo expresado, ruego a los Señores Legisladores le  presten aprobación a las  reformas propuestas de las normas tributarias a regir a partir del próximo ejercicio fiscal  y a las demás disposiciones incluidas en el presente Proyecto de Ley

